
  

OPINION 2 

JUSTICIA 
AL DÍA 

Opinión y análisis jurídico 

Hace apenas dos dé- 
cadas, en Chile, el matri- 

monio era como un viaje 
sin retorno. No existía el 
divorcio, y la única forma 

de ponerle fin era a través 
de la nulidad matrimonial, 
un proceso judicial compli- 
cado y costoso al que muy 
pocos podían acceder. 

Durante años, aunque 

el amor se desvaneciera y 
los caminos se separaran, 
la ley mantenía la ilusión 
de un vínculo eterno. Ame- 
nudo, uno de los cónyu- 

ges, generalmente la mu- 
jer, se quedaba en casa, 
criando a los hijos y man- 

teniendo el hogar, sacrifi- 
cando sus propios sueños 
y aspiraciones, mientras el 

otro, usualmente el hom- 

bre, avanzaba en su vida 
personal y profesional, au- 
mentando su patrimonio. 

Para abordar esta situa- 
ción, y tras un largo y con- 

trovertido debate legislati- 
vo, en 2004 se promulgó 
la Ley N* 19.947, conocida 
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como la Ley de Matrimonio 
Civil. Por primera vez, se 

reconoció que el matrimo- 
nio podía terminar en di- 
vorcio, estableciendo tres 
tipos: 

Por mutuo acuerdo, 

que debe ser solicitado 
conjuntamente ante el Tri- 

bunal de Familia, demos- 

trando un año de cese de 
convivencia. 

Unilateral, que puede 
ser solicitado por uno de 

los cónyuges (sin el con- 

   

ja e infancia de la 

  

sentimiento del otro) cuan- 
do la convivencia haya ce- 

sado al menos tres años 
antes. 

Culposo, que puede ser 

solicitado por el cónyuge 

que haya sufrido ciertas 
conductas graves del otro, 
sin necesidad de cumplir 

plazos de separación. 
Con esto, se brindó a 

miles de personas la opor- 
tunidad de cerrar formal- 
mente capítulos que, en la 

práctica, ya estaban irre- 

mediablemente rotos. 
Junto al divorcio, esta 

ley introdujo una herra- 
mienta poderosa y profun- 

damente significativa: el 
derecho a la compensa- 

ción económica, regulado 
entre los artículos 61 y 64 

de dicho cuerpo legal. Este 
derecho permitió compen- 
sar a aquel cónyuge que 
por dedicarse al cuidado 
de los hijos o a las labo- 

res del hogar, no pudo tra- 
bajar o lo hizo en menor 
medida de lo que desea- 

ba, viendo así mermadas 
sus posibilidades de de- 
sarrollo personal y profe- 
sional. 

Es relevante recalcar 
que este derecho no es un 
premio para uno de los 

cónyuges ni un castigo 
para el otro, sino que se 

trata de un reconocimien- 
to legal al sacrificio perso- 
nal y al trabajo que por si- 

glos pasó desapercibido, 
pero que sin duda, ha con- 
tribuido significativamente 
al crecimiento y bienestar 

de la otra persona. La com- 
pensación económica, 
una vez establecida, pue- 

de ser pagada en efectivo, 
a través de propiedades o 

de derechos (como el usu- 

fructo de ciertos bienes raí- 
ces), dependiendo de la 
situación financiera de 
ambos cónyuges. Al deter- 
minar el monto, el juez tie- 

ne que considerar factores 
importantes como la edad 

y la salud de los cónyuges, 
la capacidad de integrar- 
se o reintegrarse al mer- 

cado laboral, la situación 

patrimonial de cada uno, la 

duración del matrimonio y 
el tiempo dedicado al ho- 
gar o a la crianza de los 

hijos, entre otros aspectos 

que menciona el artículo 
63 de la ley. De esta ma- 
nera, la norma busca eva- 

luar cada caso de forma 
justa y particular. 

Gracias a esta ley, quie- 

nes se dedicaron a criar, 
quienes se quedaron en 

casa, quienes pospusie- 
ron sus estudios o traba- 
jos, y quienes mantuvieron 

el hogar mientras el otro 

cónyuge avanzaba, ya no 
quedan completamente 
desprotegidos al momen- 

to de la disolución del ma- 
trimonio. 

Hoy, casi dos décadas 
después de su implemen- 
tación, la compensación 

económica sigue siendo 

una herramienta funda- 
mental para evitar que el 
final de un matrimonio se 
traduzca en pobreza y ex- 
clusión para aquellos que 

dedicaron su vida a la fa- 
milia. La Ley de Matrimo- 

nio Civil no sólo facilitó el 
divorcio, sino que también 
promovió una visión más 
honesta y justa del matri- 
monio al reconocer que el 

amor puede terminar, pero 
que la dignidad y el esfuer- 
zo de quien ha sostenido 

el hogar con su trabajo y 

su historia personal deben 
ser protegidos y valo- 
rados. 

A pesar de los avances 
significativos en la norma- 

tiva y del compromiso cons- 
tante de abogados litigan- 
tes y jueces de familia, el 

camino hacia una verda- 
dera justicia en este ámbi- 
to sigue siendo largo y 

complicado. Las compen- 

saciones económicas a 
menudo son insuficientes 
o poco generosas, y el 
modelo social, aún arrai- 
gado en estructuras fami- 

liares tradicionales, perpe- 
túa una desigualdad que 
duele. 

  

Transporte Público y Adultos Mayores: Un Derecho en Movimiento 
En el corazón del deba- 

te sobre el transporte pú- 

blico debe situarse el ser 
humano, especialmente 

aquel que más ha aporta- 

do a la construcción de 
nuestra sociedad: el adul- 
to mayor. No basta con que 

existan micros o trenes en 
funcionamiento; es indis- 

pensable garantizar el ac- 

ceso libre, digno y seguro 

al transporte como una ex- 
tensión real del derecho a 
la movilidad y a la partici- 

pación social. 
Desde una óptica jurí- 

dica, el punto de partida es 

el artículo 1 de la Constitu- 
ción chilena, que recono- 

ce la dignidad de la perso- 

na humana y su derecho a 

participar activamente en 

la vida nacional. Esto no 
puede entenderse de for- 

ma abstracta: requiere que 

el Estado asegure condi- 

ciones materiales que per- 

mitan dicha participación. 
Y una de esas condiciones 
es, sin duda, el acceso 

efectivo al transporte públi- 

co. 
Además, el envejeci- 

miento de la población no 

es solo una estadística 
demográfica: es un desa- 

fío institucional. La Ley N? 
19.828, que crea el Servi- 
cio Nacional del Adulto 
Mayor (SENAMA), impone 
al Estado el deber de pro- 

mover la integración social 

y la calidad de vida de las 
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personas mayores. ¿Pue- 
de hablarse de integración 

si un adulto mayor no pue- 

de subir a una micro por 

falta de infraestructura, por 

temor a caerse, o porque 
no puede costear el pasa- 

je completo? 

El derecho a trasladar- 
se seguro y libre de violen- 

cia tampoco es una exage- 
ración. El artículo 2” de la 
Ley 20.609 (Ley Zamudio) 

establece el principio de 

no discriminación arbitra- 
ria, lo que incluye también 

la omisión de políticas in- 
clusivas. La falta de vel 
culos adaptados, conduc- 

tores capacitados o medi- 

das diferenciadas puede 

constituir una forma pasi- 

  

va —pero efectiva— de ex- 

clusión. 
Tampoco podemos ol- 

vidar la jurisprudencia 

comparada: países como 
Colombia y España han 
reconocido, a través de 

sus Cortes Constituciona- 
les, que el transporte es un 

derecho instrumental, ne- 
cesario para ejercer otros 

derechos como el acceso 
a la salud, la educación o 

la vida familiar. ¿Cuántas 
veces un adulto mayor en 

Chile debe elegir entre ir 
al consultorio o comprar el 

pan? 

En suma, el transporte 

público debe ser diseña- 
do también con el adulto 
mayor en el centro. No se 
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trata de caridad ni de con- 
cesiones políticas: es un 

asunto de justicia y de le- 

galidad. Cuando un bus no 

se detiene, una escalera 

no tiene pasamanos, o un 
pasaje resulta impagable, 

lo que se niega no es solo 

un viaje, sino una parte 

esencial de la ciudadanía. 
Por ello, se requiere 

avanzar hacia un sistema 
nacional de movilidad in- 
clusiva, con tres medidas 

concretas: 1) la creación 

de una tarjeta de gratuidad 

universal para personas 

mayores a partir de los 65 

años; 2) la obligatoriedad 

legal de contar con un por- 

centaje mínimo de buses 

adaptados en cada región; 

y 3) la capacitación obliga- 

toria de conductores en 
trato digno y asistencia a 

Usuarios con movilidad re- 
ducida. Estas medidas no 
solo son viables desde el 
punto de vista legislativo, 

sino también necesarias 
si queremos construir un 

país que honre a quienes 

hoy nos miran desde la 

tercera edad y nos recuer- 

dan que el derecho a mo- 

verse es, en definitiva, el 
derecho a seguir viviendo 

plenamente, no solo es un 

deber, es una OBLIGA- 
CIÓN, preocuparnos y por 

supuesto ocuparnos a la 
brevedad.
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